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Causa Nº12408 CCALP

12.408
“STREULI HUGO ROBERTO C/ COLEGIO DE MARTILLEROS Y CORREDORES PUBLICOS DE LA PLATA S/ PRETENSION ANULATORIA - EMPL.PUBLICO”

En la ciudad de La Plata, a los diecinueve días del mes de Marzo del año dos mil trece, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “STREULI HUGO ROBERTO C/ COLEGIO DE MARTILLEROS Y CORREDORES PUBLICOS DE LA PLATA S/ PRETENSION ANULATORIA - EMPL.PUBLICO”, con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis.

A N T E C E D E N T E S

1. El actor interpone demanda anulatoria de los actos dictados durante el procedimiento disciplinario que se abriera para esclarecer supuestas infracciones endilgadas en su carácter de matriculado.

2. Sustanciado el proceso en la esfera de la competencia originaria de esta Cámara, y hallándose la causa en estado de ser resuelta, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es admisible y, en su caso, fundada, la pretensión deducida? En consecuencia: ¿qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, la Dra, Milanta dijo:

I- El Sr. Hugo Roberto Streuli deduce demanda contencioso administrativa, pretendiendo la anulación de la resolución del Tribunal de Disciplina del Colegio de Martilleros y Corredores Públicos del Departamento Judicial de La Plata, de fecha 23 de noviembre de 2010, dictada en el sumario 2101/08 caratulado Dacal bienes Raíces y/o Streuli Hugo Roberto s/ Fiscalización del ejercicio profesional, confirmada por resolución Nº 007-11 del Consejo Superior del Colegio de Martilleros y Corredores Públicos de la Provincia de Buenos Aires, por las que se desestimara el planteo de prescripción de la acción disciplinaria.

2. Radicada la presentación en el Juzgado de Primera Instancia del fuero, la magistrada interviniente se declara incompetente por considerar que el caso incumbe a la atribución originaria de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo (fs. 40/41).

Elevada la causa a este tribunal, adecuada la demanda (fs. 47), requeridos y remitidos los antecedentes administrativos (fs. 48/49), sustanciado el trámite de acuerdo a los dispuesto por el art. 74 del C.P.C.A. (fs. 50 y sigts.), resueltas las excepciones articuladas (fs. 72/74 vta.), contestada la demanda (fs. 88/92 vta.) y llamados los autos para resolver (fs. 93 y 98), corresponde considerar la cuestión planteada.

II- 1. En ese orden, advierto que el objeto de impugnación judicial está conformado por dos resolutorios recaídos durante el trámite disciplinario entonces inconcluso, que al desestimar la prescripción de la acción opuesta por el colegiado, carecieron de efecto conclusivo del procedimiento.

Es decir, ni directa ni colateralmente, tuvieron virtualidad para revestir el carácter de definitividad que requiere la ley procesal para abrir la vía judicial en la materia.

Ello se encuentra corroborado por el hecho de que el sumario siguió su derrotero dictándose el acto administrativo sobre el fondo del asunto ventilado, por el que se aplicó al Sr. Streuli, aquí actor, la sanción disciplinaria de un año de suspensión en el ejercicio profesional (Res. de. 25-11-2011, fs. 205/213 vta., exp. adm. Letra DS Número 2101, año 2008, recurrida en sede colegial: fs. 217/228).

La medida disciplinaria no es motivo de impugnación alguna en la presente causa y fue emanada (25-11-2011) luego de deducida la demanda de autos (4-7-2011, fs. 39 vta. de la causa).

2. Dice el actor que los actos aquí cuestionados son definitivos y susceptibles de impugnarse por esta vía judicial, en razón de que los órganos colegiales (Tribunal de Disciplina y Consejo Superior), lejos de diferir el tratamiento de la prescripción a la oportunidad de dictar sentencia, se avocan a su tratamiento y resuelven su rechazo (fs. 35, vta.).

Sin embargo, es evidente que un resolutorio que se limita a rechazar la defensa que, precisamente, de ser acogida importaría la finalización del procedimiento sin llegar a una decisión material del asunto, no puede ostentar aptitud para terminarlo equiparándose en sus efectos a un acto final.

Se demuestra ello, como se dijo, frente a la continuidad del trámite y la imposición de la sanción.

Otro modo de entender las circunstancias mencionadas, llevaría consigo una contradicción insalvable, a saber, que a través de los efectos de una temática incidental y de trámite sometida a juzgamiento, como es la prosecución de las actuaciones administrativas –más allá que ello obedezca a la mentada defensa-, se podría determinar la suerte del acto final no impugnado en la causa, llamado a conformar el objeto de la vía judicial en tratamiento (art. 74, C.C.A.).

También sirve para probar lo expresado, la hipótesis en que el rechazo anticipado de la prescripción, no condujera a una sanción, sino al contrario, a una absolución, supuesto que permite comprobar que, en todo caso, el contenido del acto sometido a juzgamiento en este proceso, carece de los recaudos previstos por la ley procesal a ese fin, como será precisado más adelante, al considerar el concreto contenido de la acción contemplada en el art. 74 del C.P.C.A.

3. Ello no obsta a que, ante la eventualidad de abrirse la vía judicial para cuestionar el acto final que impone la sanción, el afectado se encuentre en condiciones de esgrimir la defensa que ahora trae en queja ante el tribunal.

Ello así, en la medida que la ha invocado en su oportunidad y no ha consentido su rechazo, el derecho de defensa del aquí actor le posibilitará plantear la prescripción a través del acto final, como argumento impugnativo de la medida disciplinaria.

Sin ésta última como objeto principal, la pretensión carece de los requisitos que la tornan viable.

4. La vía impugnatoria utilizada en la presente causa se encuentra prevista contra los actos de gravamen emanados de los Consejos o colegios profesionales, en materia disciplinaria o de gobierno de la matrícula, como los que impongan sanciones (v. art. 74 inc. 3º, ley 12.008 texto según ley 13.101 y asimismo, art. 74 cit., texto según ley 13.325), supuestos que no se presentan en este caso (en sentido conc. v. causa Nº 13.146, “Dozo”, sent. del 14-12-2012).

El objeto de la acción entablada en la especie no radica en la anulación de un acto definitivo emanado del Colegio profesional referido al control disciplinario del colegiado, sino de uno que desestimó incidentalmente una defensa de fondo articulada por el agraviado, circunstancia que dio lugar a la continuación del procedimiento hasta su finalización, mediante el dictado del acto sancionatorio.

En mérito de ello, no siendo este último materia de la acción, carece de andamiento la pretensión dirigida contra el acto del trámite que no posee efecto de definitividad, por el que se dispuso la prosecución de la causa disciplinaria (v. fs. 189/189 vta. y 196/197 vta., exp. adm. cit.).

Ello así por cuanto el proceso sumarísimo establecido para el cuestionamiento de resoluciones dictadas en las esferas de competencia contempladas por el art. 74 del Código Procesal Administrativo, requiere que su objeto consista en actos definitivos que decidan la suspensión, cancelación o denegación de la inscripción en la matrícula correspondiente, impongan sanciones o se trate, en general de actos de gravamen (cfr. art. 74 inc. 3º, texto según ley 13.101). O con idéntica finalidad prescribe la norma, en el texto de la reforma incorporada por la ley 13.325, actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los disciplinarios emanados de los órganos de control disciplinario. 

De otro modo, la instancia judicial significaría intervenir en el procedimiento, con un eventual alcance definitorio de su resultado, empero sin que se hubiese sometido a juzgamiento el propio acto que impone la medida disciplinaria, consecuencia de aquél que se trae a proceso y resuelve que no se ha extinguido sino que se halla vigente el ejercicio de la potestad respectiva.

Consecuentemente, aún cuando se pudiese esgrimir que la resolución que rechaza la prescripción opuesta, causa un gravamen al colegiado, carece ella del carácter definitivo para abrir la jurisdicción, pues se equipara ese agravio al que puede provocar la formación del procedimiento sumarial.

En atención a las particulares circunstancias del sub-júdice, abrir el ingreso a la cuestión prescriptiva planteada, implicaría un examen parcial, en tanto susceptible de proyectarse respecto de los ulteriores actos del procedimiento, sin que éstos ni el final conformen el objeto de la acción, para el que se halla prevista la vía aquí utilizada.

5. Cabe precisar que el carácter definitivo de un acto administrativo consiste en su aptitud para decidir el fondo del asunto de que se trate, ya en forma directa y explícita, como cuando se aborda la cuestión de ese modo al finalizar normalmente el procedimiento, ya en forma indirecta o por consecuencia de la terminación de aquél sin posibilidad de arribarse ya a una resolución de dicho carácter. 

En tal sentido y en orden a las reglas generales a fin de acceder a la jurisdicción, como expresa Linares, el acto agraviante tiene que ser definitivo (directo o indirecto). El primero es el que decide la cuestión de fondo frontalmente. El segundo, el que la resuelve colateralmente, por el hecho de que decide un punto conexo o incidental, de modo que se hace imposible ya resolver el fondo del asunto (Derecho Administrativo, Editorial Astrea, 1986, pág. 544).

La orden de instruir un sumario, esto es, la iniciación de la investigación disciplinaria, que pone en movimiento el ejercicio de la competencia administrativa correspondiente, no decide ninguna medida disciplinaria definitiva ni produce la finalización de trámite alguno, sino que abre un procedimiento de dilucidación de hechos y determinación de responsabilidades consecuentes, idóneo para que el imputado desarrolle su defensa porque, entre otras finalidades, tiende por definición y precisamente a ese cometido (art. 15, Constitución provincial; v. doctr. causa Nº 3050, “Martinelli”, res. de fecha 9-10-2007).

Es así que se ha entendido que la instrucción de un trámite para esclarecer lo pertinente a una conducta, en ejercicio de la atribución disciplinaria que a la administración compete, no constituye una resolución definitiva.

Es cierto que, en el nuevo sistema de justicia administrativa que no se asienta en la concepción de la jurisdicción como proceso al acto, carece de asidero exigir requisitos que no se correspondan con la télesis constitucional del acceso al enjuiciamiento de la administración sin óbices meramente formales (arts. 15 y 166 –último párrafo- de la Constitución provincial). Mas no es este el supuesto de autos ni la definitividad aparece aquí como un inútil extremo ritual, pues se asienta en el mismo objeto que justifica la vía judicial establecida, precisamente, para controvertir las sanciones disciplinarias aplicadas a los colegiados.

La demanda, al suscitar la jurisdicción con respecto al acto que, al desestimar la prescripción, decide el mantenimiento de la acción disciplinaria desplegada, que ha seguido su curso dictándose el acto sancionatorio final, carece de andamiento, sin perjuicio de la posibilidad de articularse la mencionada defensa, en la eventual impugnación judicial contra la medida disciplinaria.

6. En estas condiciones, el carácter no final y de trámite que reviste la decisión de marras, impide considerar cumplidos los presupuestos de la pretensión impugnatoria de autos, en cuanto su objeto no consiste en una resolución definitiva que aplique una sanción, dada la especialidad sumarísima del proceso abierto en esta instancia, que posibilita el tratamiento de la cuestión atinente a extremos que ha de cumplimentar la pretensión articulada, corresponde así decidirlo en esta oportunidad (art. 74 del C.P.C.A., texto según ley 13.101; asimismo, art. 74 en su actual redacción).

Cabe pues concluir que la falta de definitividad del acto impugnado, en tanto no resuelve el fondo del asunto que se hallaba pendiente de resolución, define la suerte adversa de la pretensión deducida, en cuanto propone prematuramente el juzgamiento de la formación de la causa disciplinaria –ejercicio de la acción disciplinaria de la administración- en la que luego recayera un decisorio final que no es materia de la presente controversia (art. 74, cit.).

Conforme a ello, procede desestimar la demanda deducida, con costas del proceso al actor, en su condición de vencido (arts. 74, C.P.C.A.; y 51, texto según ley 14.437 del mismo Código).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, votando en idéntico sentido.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Acotado el objeto de demanda a la impugnación de la resolución que rechaza la defensa de prescripción, anticipo que la improcedencia del progreso del caso conduce mis razones concordantes con la solución que proponen los colegas que me preceden.

En efecto, la intervención del fuero acota su cometido al control de legalidad de los actos enumerados en el artículo 74 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.325), sin comprender la labor que deja ver el planteo inicial, en tanto ésta no arribe con el acto final que cierre el sumario abierto y constituya el gravamen disciplinario que habilite ese juicio revisor.

El presupuesto de esa actividad no se sufraga todavía, aún cuando el planteo relativo a la prescripción pueda renovarse por el interesado en la ocasión de instar el proceso de control jurisdiccional, en su caso.

Este último sólo se muestra a partir de un acto de sanción que sea susceptible de impugnación por el afectado.

Las limitaciones de acceso previstas en la citada norma, a lo que sumo la naturaleza misma de la función revisora en esta especie, conducen mis razones hacia la desestimación del planteo inicial, con costas al actor (conf. arts. 166, CPBA; 51, 74 y ccs., ley 12.008 –t. seg. leyes 13.101, 13.325 y 14.437-), como lo propone el primer voto.

De ese modo me expido (en sentido concordante mi voto en causa CCALP nº 13.146).

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza la demanda deducida (arts. 74, C.P.C.A.).

Costas del proceso al actor vencido (art. 51, C.P.C.A.).

Por su actuación profesional regúlanse los honorarios de los letrados, Dres. Alberto J. Caselli, Edgardo Alfredo Basso y Leonardo Cristian Bufalino, en las sumas de pesos cuatro mil setecientos ($ 4.700,00), pesos tres mil doscientos ($ 3.200,00) y pesos ($ 2.400,00), respectivamente; cantidades todas a las que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. “a” y 16, ley 6716 y modif.; 10, 15, 31, 49, 54, 57 y concs., dec.-ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y archívese por Secretaría.

Gustavo Daniel Spacarotel

Juez


Gustavo Juan  De Santis


Juez



Claudia A.M. Milanta



Juez


Dra. Mónica M. Dragonetti


Secretaria
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